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Radicación Nro.
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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Pedro Luis Hincapié Velásquez 
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Quinto Laboral del Circuito
Tema:
VALOR PROBATORIO DE LAS HISTORIAS LABORALES EMANADAS DE COLPENSIONES. De conformidad con el artículo 250 del C.G.P., la prueba que resulte de los documentos públicos y privados es indivisible y comprende aun lo meramente enunciativo siempre que tenga relación directa con lo dispositivo del acto o contrato. Así las cosas, cuando la Administradora Colombiana de Pensiones, expide una copia sin dejar expresa constancia de que ella es válida para prestaciones económicas, tal precisión no puede ser omitida al momento de hacer la valoración probatoria que corresponda.
En tales eventos, el documento aportado, no es que no tenga valor probatorio frente a la historia laboral expedida por Colpensiones con la indicación de ser válida para el reconocimiento de prestaciones, sino que para oponerse con peso, a ésta, requiere de la presencia de otras pruebas, pues, tal como se infiere del citado artículo 250 del C.G.P., no es posible sustraerse a ese carácter informativo no válido para prestaciones, que precisamente lo que hace, es dejar constancia, desde su expedición, de que el contenido del documento es susceptible de modificación, si verificaciones posteriores así lo ameritan.
Citación jurisprudencial: Sentencia SL-6557 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de septiembre de dos mil dieciséis (2016), siendo las tres y quince  minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 25 de enero de 2016, dentro del proceso que promueve el señor PEDRO LUIS HINCAPIE VELASQUEZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00107-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Pedro Luis Hincapié Velásquez que la justicia laboral condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez por cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y el Acuerdo 049 de 1990, así como las costas procesales a su favor.

Fundamenta sus aspiraciones en que nació el 15 de mayo de 1954, por lo que cumplió los 60 años de edad en la misma calenda del año 2014; afirma que fue afiliado al régimen de prima media con prestación definida el 26 de febrero de 1970, pero que en la historia laboral se registra su afiliación en el año 1992; asegura que para en toda su vida laboral tiene acreditadas 1977.57 semanas de cotización, de las cuales 1101 fueron registradas antes del 1º de abril de 1994, a pesar de que en la historia laboral solamente se reporten 885 semanas cotizadas; indica que solicitó el reconocimiento de la pensión de vejez el 29 de mayo de 2014, misma que fue negada mediante la resolución Nº GNR 257939 de 15 de julio de 2014; finalmente asevera que a través de derecho de petición solicitó a Colpensiones que le fueran validadas las semanas cotizadas con anterioridad al año 1992, sin embargo, la misma no ha sido objeto de respuesta.

Al contestar la demanda –fls.27 a 31- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó los hechos relacionados con la fecha de nacimiento del actor y el contenido de la resolución Nº GNR 257939 de 15 de julio de 2014. Respecto a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constan. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación” y “Deber del demandante de demostrar los supuestos de hecho”.

En sentencia de 25 de enero de 2016, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que hay lugar a contabilizar la totalidad de periodos que fueron reportados por el ISS en historia laboral de carácter informativa que expidió a favor del señor Pedro Luis Hincapié Velásquez y que corresponden a cotizaciones efectuadas antes del año 1992. Posteriormente manifestó que el accionante es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por cuanto para el 1º de abril de 1994 contaba con más de 15 años de servicios.

Concluyó que el accionante acredita los requisitos exigidos en el Acuerdo 049 de 1990, dado que los 60 años de edad los cumplió el 15 de mayo de 2014 y en toda su vida laboral tiene cotizadas 1928 semanas; motivo por el que condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 29 de mayo de 2014. El monto de la mesada pensional es del orden de $1.051.669, la cual se obtiene de aplicarle al IBL calculado con base en los salarios devengados por el actor dentro de los últimos 10 años efectivos de cotización, una tasa de reemplazo del 90%. El número de mesadas anuales que reconoció es de 13; por lo que el retroactivo pensional causado entre el 29 de mayo de 2014 y el 31 de diciembre de 2015 es igual a la suma de $20.236.190.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Hay lugar a contabilizar en la historia laboral del demandante las semanas anteriores al año 1992 que tuvo en cuenta la funcionaria de primera instancia?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Es beneficiario el señor Pedro Luis Hincapié Velásquez del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993?

¿Acredita el accionante los requisitos necesarios para acceder a la pensión de vejez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. VALOR PROBATORIO DE LAS HISTORIAS LABORALES EMANADAS DE COLPENSIONES. 

De conformidad con el artículo 250 del C.G.P., la prueba que resulte de los documentos públicos y privados es indivisible y comprende aun lo meramente enunciativo siempre que tenga relación directa con lo dispositivo del acto o contrato. Así las cosas, cuando la Administradora Colombiana de Pensiones, expide una copia sin dejar expresa constancia de que ella es válida para prestaciones económicas, tal precisión no puede ser omitida al momento de hacer la valoración probatoria que corresponda.
En tales eventos, el documento aportado, no es que no tenga valor probatorio frente a la historia laboral expedida por Colpensiones con la indicación de ser válida para el reconocimiento de prestaciones, sino que para oponerse con peso, a ésta, requiere de la presencia de otras pruebas, pues, tal como se infiere del citado artículo 250 del C.G.P., no es posible sustraerse a ese carácter informativo no válido para prestaciones, que precisamente lo que hace, es dejar constancia, desde su expedición, de que el contenido del documento es susceptible de modificación, si verificaciones posteriores así lo ameritan.

2. EFICACIA PROBATORIA DE LOS DOCUMENTOS SIN FIRMA

Según las voces del artículo 269 del Código de Procedimiento Civil, los instrumentos que no estén firmados ni manuscritos por la parte contra quien se oponen, solo tendrán valor probatorio si son aceptados expresamente por ésta o por sus causahabientes. 

En recientísima sentencia SL-6557 de 11 de mayo de 2016 radicación Nº 48.254 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia se pronunció frente a la eficacia probatoria de los documentos sin firma en los siguientes términos:

“En ese orden, el art. 251 del C.P.C. en armonía con el art. 243 del C.G.P. prevé que los documentos se dividen en públicos y privados; a su turno el art. 252 del C.P.C. en concordancia con el art. 244 del C.G.P. establece que es auténtico un documento «cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, o cuando exista certeza respecto de la persona a quien se atribuye el documento».

En ese mismo sentido, el art. 264 del C.P.C. en relación con el art. 257 del C.G.P. señala que «Los documentos públicos hacen fe de su otorgamiento, de su fecha y de las declaraciones que en ellos haga el funcionario que los autoriza».

Lo anterior significa que si bien es cierto pueden existir diferentes medios que lleven al Juez a tener certeza sobre la persona que elaboró, creo o autorizó un documento, cuando dichos medios son inexistentes, la firma se convierte en un elemento importante para identificar su autor, máxime en tratándose de la historia laboral, a partir de la cual se otorgará o negará el derecho prestacional reclamado, razón por la cual, antes de darle valor a su contenido debe establecerse si es auténtica. 
Es oportuno clarificar que si bien en sentencia CSJ SL14236-2015 la Sala le otorgó eficacia probatoria a una historia laboral sin firma, ello se hizo bajo la consideración que, en ese proceso, debido a la conducta procesal del I.S.S., podía atribuirse su autoría a dicha entidad, toda vez que al dar respuesta a la demanda aludió a su contenido y se apoyó en él para construir su defensa.”
Y posteriormente continuó expresando:

“En el caso de autos la situación es distinta, pues, además de que la historia laboral de folios 8 a 13 no se encuentra suscrita o manuscrita por un funcionario del I.S.S., esta entidad al dar respuesta a la demanda no reconoció expresa o implícitamente su contenido ni construyó su discurso de defensa con apego a ese documento, de modo que pudiera predicarse una comunidad de prueba. De otra parte, no existen precisos elementos o signos de individualización que permitan colegir que la administradora demandada la elaboró, aprobó o autorizó, motivo por el cual, no hay otro camino que restarle mérito probatorio para demostrar el número de semanas que cotizó Gloria Ceballos.

Lo dicho, no contradice lo previsto en el par. del art.  24 de la L. 712/2001, que modificó el 54 A del C.P.T. y S.S., dado que esta preceptiva se ocupa del valor probatorio de algunas copias simples, mas no autoriza que se obvien las exigencias legales referidas a la autenticidad de los documentos. En efecto, señala la norma: 

“En todos los procesos, salvo cuando se pretenda hacer valer como título ejecutivo, los documentos o sus reproducciones simples presentados por las partes con fines probatorios se reputarán auténticos, sin necesidad de autenticación ni presentación personal, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en relación con los documentos emanados de terceros.”.”.
EL CASO CONCRETO

Manifiesta el señor Pedro Luis Hincapié Velásquez en la demanda –fls.2 a 7 y 21 a 22 -que el ISS expidió a su favor informe de semanas cotizadas en el que se evidencia que entre el 26 de febrero de 1970 y el 2 de abril de 1992 tiene cotizadas 1101 semanas y para dar fe de ello aportó los documentos visibles a folios 14 y 15, y al revisarlos se evidencia que ellos no contienen firma ni signo de individualidad alguno que permita concluir que fueron elaborados por el Instituto de Seguros Sociales (Hoy Colpensiones), entidad que además no los utilizó para edificar su defensa en los términos referidos por la Corte, por lo que no puede dársele el valor probatorio pretendido por la parte actora, en razón a que el mismo no cuenta con la suficiente fuerza para oponerse a la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.50 a 55-.

Es que tal y como se explicó en las consideraciones, la información suministrada en un documento público solo podrá ser valorada dentro de un proceso judicial, en la medida en que éste se encuentre debidamente suscrito por funcionario que lo elaboró, o a falta de dicha firma, cuando la entidad base en él su defensa en el proceso.
Ahora, si en gracia de discusión se analizara el contenido de los referenciados documentos, se extraerían las siguientes conclusiones: i) Ambos documentos consignan la información laboral del señor Pedro Li Hincapié Vela y no del demandante que responde al nombre de Pedro Luis Hincapié Velásquez; ii) El documento que se encuentra a folio 14 del expediente dice pertenecer al afiliado identificado con cédula de ciudadanía Nº 30.230.519, la cual no corresponde al documento de identificación del accionante; iii) La historia laboral que se reporta en el documento visible a folio 15 del plenario dice corresponder al afiliado identificado con la cédula de ciudadanía Nº 10.080.174, que es precisamente el número de identificación del señor Pedro Luis Hincapié Velásquez, como se puede corroborar en la copia de ese documento –fl.9-.

Conforme con lo expuesto, el documento que podría ser valorado en conjunto con la historia laboral aportada por la Administradora Colombiana de Pensiones, es aquel en el que el número de afiliación coincide con el número de la cédula de ciudadanía del actor, documento dentro del cual se registra que el afiliado tuvo una entrada con el empleador identificado con el número patronal 3015100435 el 11 de febrero de 1992 y una salida el 2 de abril de esa misma anualidad; información ésta que es exactamente la que se encuentra consignada en la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.50 a 56-

Así las cosas, como lo que pretendía el señor Hincapié Velásquez era que se le tuvieran en cuenta en su historia laboral las semanas que reposan en el documento obrante a folio 14, correspondientes a una supuesta relación laboral sostenida entre el 26 de febrero de 1970 y el 17 de marzo de 1992, era precisamente él quien tenía la carga probatoria de demostrarlo, sin que así lo haya hecho, por lo que no resulta posible sumar ese periodo a su historia laboral.

En consecuencia, se procederá a verificar si el demandante es beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y en ese sentido se tiene que él nació el 15 de mayo de 1954, pues de ello da fe el registro civil de nacimiento emitido por la Notaría Única del Círculo de Pueblo Rico –fl.8-, por lo que a 1º de abril de 1994 tenía cumplidos 39 años de edad, por lo que no tendría derecho a favorecerse del mencionado régimen transicional, a menos que demuestre que para esa calenda tenía cotizados o prestados 15 años de servicios; sin embargo, una vez revisada la historia laboral válida para prestaciones económicas allegada por Colpensiones –fls.50 a 55- se concluye que para esa calenda el señor Hincapié Velásquez tan solo tenía cotizadas 7.43 semanas al régimen de prima media con prestación definida.
Frente a la acreditación de los presupuestos necesarios para acceder a la pensión bajo el régimen de la ley 100 de 1993 con las modificaciones que le introdujo la ley 797 de 2003, es preciso recordar que el demandante efectuó la última cotización al Sistema General de Pensiones el 30 de abril de 2014, como se ve en la precitada historia laboral, por lo que de acuerdo a lo señalado en el artículo 33 de la precitada ley, para ese año debía acreditar un mínimo de 1275 semanas cotizadas, a las cuales no arriba el accionante, pues en toda su vida laboral tiene acreditadas un total de 885.14 semanas de cotización, motivo por el cual no tiene derecho a la pensión de vejez que solicita.

En el anterior orden de ideas, se revocará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 25 de enero de 2016, para en su lugar absolver a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

Costas en ambas instancias a cargo de la parte actora en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR EN SU INTEGRIDAD la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 25 de enero de 2016, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de todas y cada una de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en ambas instancias a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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